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NOTAS DE JURISPRUDENCIA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL*

Sumario General: I. Constitución. A. Fuerza normativa. B. Interpretación. 
II. Derechos y libertades. A. Derechos fundamentales y libertades públi-
cas. B. Derechos y deberes de los ciudadanos. C. Principios rectores de la 
política social y económica. D. Garantía y suspensión de estos derechos. 
III. Principios jurídicos básicos. IV. Instituciones del Estado. A. La Corona. 
B. Las Cortes Generales. C. El Tribunal Constitucional. D. La Adminis-
tración Pública. E. El Poder Judicial. V. Fuentes. VI. Organización territo-
rial del Estado. A. Comunidades Autónomas. A.1. Autonomía. B.2. Com-
petencias. B. Corporaciones Locales. A.1. Autonomía  B.2. Competencias. 
VII. Economía y Hacienda. A. Principios generales. B. Presupuestos. C. Or-
ganización territorial. D. Tribunal de Cuentas.

1. Sentencia 07/2021 de 25 de enero de 2021 (BOE de 23 de 
febrero). Ponente: Juan Antonio Xiol Ríos. Recurso de amparo.

Preceptos constitucionales: 24.1.

Otros: art. 50.1 LOTC

Objeto: Recurso de amparo núm. 4217-2019, promovido por don Alfonso 
Mesa Puga, doña Juana Francisca López del Águila y don Juan Mesa López, contra 
la providencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Almería de 17 de mayo 
de 2019, por la que se inadmite el incidente de nulidad de actuaciones interpuesto 
contra la providencia de 12 de abril de 2019, pronunciada en el procedimiento de 
ejecución hipotecaria núm. 610-2014. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.

Antecedentes Jurisprudenciales citados (SSTC): 155/2009, FJ 2.g); 
152/2015; 31/2019, FFJJ 6 y 8; STC 30/2020; 48/2020; 140; 165, FJ 3.

Materias: Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): 
STC 31/2019 (ausencia de control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce 
la primacía del Derecho de la Unión Europea y la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia). 

Los recurrentes interpusieron recurso de amparo contra las resoluciones 
judiciales que se mencionan en el encabezamiento de esta sentencia mediante 
escrito registrado en este tribunal el 5 de julio de 2019, cuyos antecedentes 

1 Subsección preparada por Francisco Escribano López, Catedrático Emérito de la Universidad 
de Sevilla.
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son los siguientes: a) Los recurrentes en amparo fueron demandados el 24 
de marzo de 2014 por impago de una deuda hipotecaria, dando lugar al 
procedimiento de ejecución hipotecaria núm. 610-2014, que se tramitó en el 
Juzgado de Primera Instancia 2 de Almería, dictándose el auto despachando 
la ejecución el 19 de septiembre de 2016; los recurrentes en amparo, don 
Alfonso Mesa Puga y don Juan Mesa López, mediante escrito de 15 de julio 
de 2016, solicitaron la nulidad de las cláusulas de intereses de mora y de 
vencimiento anticipado. La petición fue desestimada por providencia de 19 
de septiembre de 2016 por no tratarse de la vivienda habitual de los 
solicitantes. El bien hipotecado fue subastado y adjudicado a la entidad 
bancaria ejecutante; mediante escrito de 25 de marzo de 2019, se solicitó la 
nulidad de actuaciones alegando la vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE) y de la normativa comunitaria, con base en el 
Directiva 91/13/CEE, por no haberse hecho aplicación de la jurisprudencia 
sobre la revisión de oficio de cláusulas abusivas en cualquier fase del 
procedimiento. Igualmente alegaron la falta de legitimación activa de la 
entidad ejecutante tras haberse producido una transmisión del crédito a un 
fondo de titulación de activos; el incidente fue inadmitido por providencia 
de 12 de abril de 2019 argumentando que los recurrentes llevaban personados 
desde el 2016 en el procedimiento y solicitan el control de abusividad una 
vez que ya se han dictado numerosas resoluciones que no han sido 
impugnadas, incluyendo la providencia de 19 de septiembre de 2016, 
concluyendo que había precluido el plazo previsto en el art. 228 LEC y que 
la nulidad debió hacerse valer a través del sistema de recursos; mediante 
escrito de 26 de abril de 2019, los recurrentes solicitaron la nulidad de 
actuaciones de la providencia de 12 de abril de 2019 alegando la vulneración 
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) por falta de motivación, 
en relación con la potestad de revisión de oficio de las cláusulas abusivas, y 
por incongruencia omisiva, al no haberse dado respuesta a la cuestión de la 
falta de legitimación activa de la ejecutante; el incidente fue inadmitido por 
providencia de 17 de mayo de 2019 argumentando que la providencia de 12 
de abril de 2019 no es recurrible y que no cabe reiterar un incidente basado 
en los mismos términos; los demandantes solicitan que se otorgue el amparo 
por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
declarándose la nulidad de la resolución impugnada con retroacción de 
actuaciones para que se verifique un control judicial de oficio del eventual 
abuso de las cláusulas del contrato de préstamo que dio lugar al procedimiento 
de ejecución, con fundamento en que la decisión judicial de negarse a 
realizar dicho control por preclusión del plazo es contraria a la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en materia de cláusulas 
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abusivas, que obliga a los tribunales a examinar de oficio y en cualquier 
momento del proceso, el eventual abuso de las cláusulas del contrato; se 
invocará, asimismo, el art. 24.1 CE al considerar que habiéndose formulado 
una concreta solicitud de que se declarara la falta de legitimación activa de 
la ejecutante, ninguna mención o referencia se hace a ello en la resolución 
impugnada. La Sección Tercera de este tribunal, por sendas providencias 
de 12 de junio de 2020, acordó la admisión a trámite del presente recurso, al 
apreciar que concurre en el mismo una especial trascendencia constitucional 
art. 50.1 LOTC) en la medida en que el asunto suscitado transciende el caso 
concreto porque plantea una cuestión jurídica de relevante y general 
repercusión social o económica [STC 155/2009, FJ 2 g)]; al tiempo, dirige 
atenta comunicación al órgano judicial para que remita certificación o 
fotocopia adverada de las actuaciones y emplazamiento para que puedan 
comparecen en los recursos de amparo quienes hubieran sido parte en el 
procedimiento; y la formación de pieza separada para la tramitación del 
incidente sobre la suspensión solicitada, que fue denegada por ATC 79/2020, 
de 20 de julio; finalmente la secretaría de justicia de la Sala Segunda del TC, 
por diligencia de ordenación de 1 de octubre de 2020, acordó dar vista de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal y a las partes personadas por plazo común 
de veinte días para presentar las alegaciones que estimasen pertinentes, de 
conformidad con el art. 52 LOTC. El Ministerio Fiscal interesa que se 
estime el recurso por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE) anulándose todo lo actuado desde la providencia de 12 de abril 
de 2019 con retroacción de actuaciones; en relación con la negativa judicial 
a analizar el carácter abusivo de determinado clausulado por considerar que 
era una petición extemporánea, considera que el juzgado no ha atendido con 
dicha argumentación a la doctrina de la STJUE de 26 de enero de 2017 
sobre el control del abuso en este tipo de supuestos; al tiempo, en relación 
con la ausencia de respuesta sobre la eventual falta de legitimación activa de 
la entidad ejecutante, se afirmará, con cita de la STC 152/2015, que también 
se ha producido una vulneración del art. 24.1 CE: en este caso, por 
incongruencia omisiva al no haberse dado ningún tipo de respuesta a una 
pretensión deducida por la parte; los demandantes se ratificaron en sus 
alegaciones. Considerará el TC que el objeto del recurso no es otro que 
determinar si las resoluciones judiciales impugnadas han vulnerado el 
derecho a la tutela judicial efectiva de los recurrentes (art. 24.1 CE) por (a) 
rechazar la petición, amparada en la aplicación de la normativa europea y 
en la jurisprudencia que la interpreta, de analizar el abuso de determinadas 
cláusulas del contrato de préstamo, cuya ejecución se instaba, con el 
argumento de la extemporaneidad de la solicitud; y (b) la ausencia de 
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respuesta judicial en relación con la alegada falta de legitimación activa de 
la entidad ejecutante. Bajo el epígrafe genérico de El control judicial sobre 
las cláusulas abusivas en los procedimientos ejecutivos, considerará el TC 
que la cuestión planteada por los recurrentes en relación con la negativa 
judicial a analizar el abuso de determinadas cláusulas del contrato de 
préstamo hipotecario, cuya ejecución se instaba, con el argumento de la 
extemporaneidad de la solicitud es, en lo fundamental, la misma que fue 
resuelta por este tribunal en la STC 31/2019 y en una serie de resoluciones 
dictadas en su aplicación (por ejemplo, SSTC 30/2020; 48/2020 o 140/2020); 
se apreciará que en aquellos casos también se había solicitado el control del 
carácter abusivo de un préstamo al amparo del Derecho de la Unión Europea 
(Directiva 93/13/CEE, del Consejo, de 5 de abril, sobre cláusulas abusivas 
en los contratos celebrados con consumidores y STJUE de 26 de enero 
de 2017, C-421/14, asunto Banco Primus, S. A., c. Jesús Gutiérrez García), 
que había sido rechazado porque el recurrente no se opuso en el plazo 
establecido a la ejecución alegando el abuso y porque la ejecución se despachó 
cumpliendo todos los requisitos procesales; recordará el TC que la citada 
STC 31/2019, declaró que, de acuerdo con la Directiva 93/13/CEE, 
conforme a la interpretación realizada por parte del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea (sentencia de 26 de enero de 2017), las «cláusulas cuyo 
eventual carácter abusivo no haya sido aún examinado en un anterior 
control judicial del contrato controvertido concluido con la adopción de una 
resolución con fuerza de cosa juzgada, deben ser conocidas por el juez 
nacional, bien a instancia de parte o de oficio» (FJ 6); de ese modo recordará 
el TC que la STC 31/2019 establece (a) que no cabe considerar que el plazo 
para denunciar la existencia de cláusulas abusivas haya precluido solo 
porque la parte ejecutada no formulase oposición a la ejecución en el plazo 
de diez días previsto en el art. 557, en relación con el art. 556, ambos de la 
LEC (FJ 6); y (b) que «no consta en ningún apartado del auto despachando 
la ejecución que se haya producido un examen del clausulado contractual y 
que no puede entenderse realizado y justificado con la simple afirmación de 
que la demanda ejecutiva «cumple los requisitos establecidos en el 
artículo 685 LEC» (FJ 8). Por ello concluye «que el juzgado vulneró el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) con su 
inmotivada contestación acerca de la existencia de un control de la cláusula 
previo a la denuncia –única excepción contemplada por el Tribunal de 
Justicia para excluir, de haberse dictado resolución firme, un examen 
posterior–, pues ‘mal se puede realizar un control –ni siquiera externo– de lo 
que carece de un razonamiento expreso’» (FJ 8). En el presente caso, 
tomando en consideración que también la respuesta judicial para denegar 
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hacer un control del carácter abusivo del clausulado del contrato cuya 
ejecución había dado lugar al procedimiento de ejecución hipotecaria fue el 
carácter extemporáneo de la solicitud, debe concluirse, por las mismas 
razones expuestas en la STC 31/2019, que se ha vulnerado el derecho a la 
tutela judicial (art. 24.1 CE); considerará el TC que en este supuesto, al igual 
que en el enjuiciado por la STC 31/2019, el órgano judicial efectuó una 
interpretación irrazonable y arbitraria de la norma aplicada en el proceso 
porque prescindió de la interpretación del Derecho europeo efectuada por 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que es el único órgano competente 
para llevar a cabo aquella interpretación con carácter vinculante. Y añadirá 
que la decisión adoptada que es el objeto de la controversia es también lesiva 
del derecho que consagra el art. 24.1 CE por «su inmotivada contestación 
acerca de la existencia de un control de la cláusula previo a la denuncia» 
(fundamentos jurídicos 6 y 8). En tercer lugar, bajo el epígrafe, asimismo, 
genérico La incongruencia omisiva en relación con la alegación de la falta de 
legitimación activa, observará el TC que no es la primera vez, precisamente, 
que reitera que la incongruencia omisiva, como uno de los defectos de 
motivación con relevancia constitucional prohibidos por el derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), se produce cuando el órgano judicial 
deja sin contestar alguna de las pretensiones sometidas a su consideración 
por las partes, siempre que no quepa interpretar razonablemente el silencio 
judicial como una desestimación tácita cuya motivación pueda inducirse del 
conjunto de los razonamientos contenidos en la resolución; que no es 
necesaria para la satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva una 
contestación explícita y pormenorizada a todas y cada una de las alegaciones 
que se aducen por las partes como fundamento de su pretensión; y que basta, 
en atención a las circunstancias particulares concurrentes, con una respuesta 
global o genérica, aunque se omita respecto de alegaciones concretas no 
sustanciales; a tales efectos, considerará el TC que es necesario distinguir 
entre las meras alegaciones o argumentaciones aportadas por las partes en 
defensa de sus pretensiones y estas últimas en sí mismas, pues, si con respecto 
a las primeras puede no ser necesaria una respuesta explícita y pormenorizada 
de todas ellas y la eventual lesión del derecho fundamental deberá abordarse 
desde el prisma del derecho a la motivación de toda resolución judicial, 
respecto de las segundas la exigencia de respuesta congruente se muestra 
con todo rigor siempre y cuando la pretensión omitida haya sido llevada al 
juicio en el momento procesal oportuno (STC 165/2020, FJ 3). Considera el 
TC que en el presente caso han quedado acreditados los siguientes extremos: 
(a) los recurrentes instaron en su incidente de nulidad, junto con solicitud del 
control de abusividad del clausulado del contrato hipotecario, la alegación 
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de la falta de legitimación activa de la entidad ejecutante; (b) el órgano 
judicial, mediante la providencia de 12 de abril de 2019, inadmitió este 
incidente haciendo solo referencia expresa a la circunstancia de que se había 
instado el control de abusividad de clausulado de manera extemporánea por 
los recurrentes, que estaban personados desde el año 2016 en el procedimiento 
y a los que se les habían notificado todas las resoluciones dictadas; (c) los 
recurrentes denunciaron en el segundo incidente promovido contra la citada 
providencia el hecho de que se hubiera omitido cualquier tipo de 
consideración sobre la legitimación activa; y (d) el órgano judicial inadmitió 
este segundo incidente argumentando únicamente que la providencia era 
irrecurrible y que se replanteaban las cuestiones ya resueltas por la 
providencia impugnada. En atención a lo expuesto, de conformidad con el 
informe de la Fiscalía, el tribunal concluye que se ha producido la 
incongruencia omisiva denunciada por los demandantes y, por tanto, de su 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), ya que (i) la alegación de 
los demandantes sobre la eventual falta de legitimación activa de la entidad 
ejecutante es una pretensión diferente de la relativa al carácter abusivo de 
determinadas cláusulas del contrato hipotecario; (ii) esta pretensión fue 
deducida por los demandantes de manera expresa y separada en sendos 
incidentes de ejecución; y (iii) el órgano judicial omitió cualquier consideración 
sobre esta petición, pues en la providencia de 12 de abril de 2019 solo se 
consideraba el argumento de la extemporaneidad de la pretensión en 
relación con la cuestión relativa al carácter abusivo de determinadas 
cláusulas contractuales. Estas consideraciones llevan al TC a determinar 
que también haya que estimar vulnerado el art. 24.1 CE en relación con esta 
cuestión y proceda declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas 
también por este motivo. Por ello debe también ordenarse la retroacción de 
actuaciones con el objeto de que se dicte una nueva resolución judicial que 
repare igualmente esta incongruencia omisiva.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTO-
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPA-
ÑOLA, Ha decidido: Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Alfonso 
Mesa Puga, doña Juana Francisca López del Águila y don Juan Mesa López y, en 
su virtud:

1.º Declarar que ha sido vulnerado el derecho fundamental de los 
demandantes de amparo a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 
CE).
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2.º Restablecerles en su derecho y, en consecuencia, declarar la nulidad 
de las providencias del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Almería 
de 12 de abril y de 17 de mayo de 2019, pronunciadas en el procedimiento 
de ejecución hipotecaria núm. 610-2014.

3.º Ordenar la retroacción de las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior al pronunciamiento de la primera de las resoluciones anuladas 
para que el órgano judicial dicte una nueva respetuosa con el derecho 
fundamental vulnerado.

Voto particular que formula el Magistrado don Ricardo Enríquez Sancho a 
la sentencia dictada en el recurso de amparo núm. 4217-2019: En el ejercicio 
de la facultad que me confiere el artículo 90.2 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional, y con el máximo respeto a la opinión de la mayoría, 
formulo el presente voto particular por discrepar de la fundamentación y del 
fallo de la sentencia recaída en el recurso de amparo núm. 4217-2019, el cual 
a mi juicio debió ser desestimado.

Las razones de mi discrepancia han quedado detalladamente expuestas en 
el voto particular formulado a la sentencia 31/2019, de 28 de febrero, que 
resolvió una demanda de amparo sustancialmente idéntica a la presente, al 
que por tanto me remito.

Y en tal sentido emito mi voto particular.

Durante el período analizado, (SSTC 1 a 75 de 2021), sobre el mismo asunto 
véanse las SSTC 8; 12; 24 y 50.

2. Sentencia 53/2021 de 15 de marzo de 2021 (BOE de 23 de abril 
de 2021). Ponente: Andrés Ollero Tassara. Recurso de amparo.

Preceptos constitucionales: 23.1; 23.2;

Otros: arts. 42; 43; 49; 50.1.b) LOTC

Objeto: Recurso de amparo núm. 6546-2018, promovido por don Óscar Urr-
alburu Arza, diputado y portavoz del Grupo Parlamentario Podemos en la Asamblea 
Regional de Murcia, respecto de una proposición de ley sobre derechos y deberes de 
los usuarios del sistema sanitario regional.

Antecedentes Jurisprudenciales citados (SSTC): SSTC 5/1983, FJ 3; 
28/1984, FJ 2; 32/1985, FJ 3; 161, FJ 6;  STC 161/1986, FJ 6; 124/1995, FJ 3; 
STC38/1999,  FJ 2; STC 107/2001, FFJJ 3; 10; STC 207/2001, FJ 6; STC 177/2002, 
FJ 11;STC 40/2003, FJ 2; STC 90/2005, FJ 8; STC 141/2007, FJ 6; STC 155/2009, 
FJ 2.g); STC 33/2010, FJ 6; STC 202/2014, FJ 3; STC1/2015, FJ 3; STC 23/2015, FJ 



 jurisprudencia

190
Revista Andaluza de Administración Pública

ISSN: 1130-376X, núm.110, mayo-agosto (2021), págs. 183-214

3; STC 202/2014, FJ 3; STC 1/2015, FFJJ 3, 23; STC 10/2016, FJ 4; STC 153/2016, 
FJ 3; STC 185/2016, FJ 5,c); STC 212/2016, FJ 7; STC 10/2018, FFJJ 3, 4; 34/2018; 
STC 44/2018; STC 94/2018, FFJJ 4, 10; STC 139/2018; STC 110/2019, FFJJ 1, 17; 
STC 97/2020, FJ 2.    

Materias: Vulneración del derecho al ejercicio del cargo público representa-
tivo en conexión con el derecho de los ciudadanos a la participación: inadmisión de 
una iniciativa parlamentaria fundada en el veto presupuestario gubernamental cuya 
suficiencia y razonabilidad no examinó la mesa de la cámara (SSTC 223/2006 y 
242/2006)

En el recurso de amparo núm. 6546-2018, promovido por don Óscar 
Urralburu Arza, diputado de la Asamblea Regional de Murcia y portavoz 
del Grupo Parlamentario Podemos de dicha cámara legislativa, contra el 
acuerdo de la mesa de la Asamblea Regional de Murcia de 6 de septiembre 
de 2018, por el que se desestima la solicitud de reconsideración presentada 
contra el acuerdo del mismo órgano de gobierno de la Cámara de 28 de 
mayo de 2018, que inadmite a trámite una proposición de ley presentada por 
el recurrente en calidad de portavoz de su grupo parlamentario. Los hechos 
que fundamentan la demanda son los siguientes: el 25 de abril de 2018, el 
demandante de amparo, en su calidad de portavoz del Grupo Parlamentario 
Podemos en la Asamblea Regional de Murcia, presentó, en el registro de la 
Cámara la «proposición de ley de modificación de la Ley 3/2009, de 11 de 
mayo, de los derechos y deberes de los usuarios del sistema sanitario de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia» (9L/PPL-085). En la 
disposición final primera de dicha iniciativa se establecía que «las medidas 
contempladas en la presente ley que impliquen la realización de gastos, por 
la puesta en marcha de la misma norma o en virtud de su desarrollo 
reglamentario, serán presupuestadas en sus correspondientes programas y 
capítulos con cargo a los presupuestos de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia del ejercicio siguiente a la entrada en vigor de las 
disposiciones adoptadas para su aplicación». La mesa de la Cámara, en 
sesión celebrada el 7 de mayo de 2018, acordó en relación con dicha iniciativa 
legislativa lo siguiente: «De conformidad con lo que establece el artículo 120 
del Reglamento de la Cámara, solicitar la previa conformidad del Consejo 
de Gobierno, al considerar que la misma podría implicar aumento de créditos 
presupuestarios». El Consejo de Gobierno de la Región de Murcia acordó 
el 16 de mayo de 2018 oponerse a la tramitación de la proposición de ley, 
porque su aprobación supondría un aumento de gasto no presupuestado, 
estimado en casi cinco millones de euros, a la vista de lo cual la mesa de la 
Asamblea Regional de Murcia, en sesión celebrada el 28 de mayo de 2018, 
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decidió por tres votos a favor y dos en contra no admitir a trámite la referida 
iniciativa, «visto que en dicho acuerdo se contiene explicación razonada en 
la que se fundamenta la oposición a la admisión a trámite». Contra el acuerdo 
de la mesa de la Cámara de 28 de mayo de 2018 se formuló por el demandante 
de amparo recurso de reconsideración, en el que se solicitaba la modificación 
de ese acuerdo y la admisión a trámite de la iniciativa legislativa. El recurso 
de reconsideración, una vez oída la junta de portavoces según lo exigido por 
el art. 45 del Reglamento de la Cámara (RARM), fue desestimado por la 
mesa mediante acuerdo adoptado en su sesión de 6 de septiembre de 2018, 
por tres votos a favor y dos en contra. Se afirma en este acuerdo que «la 
motivación del acuerdo del Consejo de Gobierno para oponerse a la 
tramitación cumple con los requisitos establecidos en artículo 120 del 
reglamento, quedando plenamente justificada la insuficiencia presupuestaria 
en este ejercicio para implementar las disposiciones de la proposición de ley 
si fuera aprobada, que tendrían un coste económico que se establece en casi 
cinco millones de euros, considerando la mayoría de la mesa que, tal y como 
el Gobierno manifiesta, es imposible atender dicho gasto con el presupuesto 
del presente ejercicio». Este acuerdo fue notificado al demandante de amparo 
el 10 de septiembre de 2018. Se interpone demanda al amparo del art. 42 de 
la LOTC alegándose la vulneración del derecho del demandante a acceder 
en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos según lo 
dispuesto en el art. 23.2 CE, en relación con el derecho de los ciudadanos a 
participar en tales asuntos a través de sus representantes, previsto en el 
art. 23.1 CE, habiendo afectado la decisión de la mesa de la Asamblea 
Regional de Murcia que se impugna al núcleo de la función parlamentaria; 
se considera por el demandante  que la mesa de la Asamblea Regional de 
Murcia, en el ejercicio de su función de calificación y admisión de las 
iniciativas, debe limitarse a verificar el cumplimiento de los requisitos 
formales, eludiendo decisiones que se puedan interpretar como intromisión 
en la actividad política de los grupos parlamentarios de la Cámara. Además, 
sus decisiones de inadmisión de cualquier iniciativa (y, en particular, de una 
proposición de ley) deben estar formal y materialmente motivadas, pues 
implican una limitación del derecho a ejercer una actividad que forma parte 
del núcleo de la función representativa y, con él, del derecho de participación 
ciudadana; la decisión de inadmisión de la mesa de 28 de mayo de 2018, 
basada en el veto del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, no 
resulta justificada, pues ignora lo establecido en la disposición final primera 
de la propia iniciativa legislativa, a cuyo tenor ni siquiera la tramitación 
parlamentaria y la aprobación de la proposición de ley podía suponer un 
aumento de los créditos presupuestarios reales y efectivos ya aprobados; al 
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rechazar la reconsideración planteada por el Grupo Parlamentario Podemos 
frente a la decisión de inadmisión de la proposición de ley, la mesa hizo caso 
omiso del asesoramiento verbal que recibió de la letrada-secretaria general 
de la Cámara, quien recomendó que se estimara la solicitud, «dado que el 
acuerdo del Consejo de Gobierno justifica el coste económico de las medidas 
que la proposición de ley contiene, pero no justifica que las mismas incidan 
directamente en el presupuesto en curso, con referencia a las partidas 
presupuestarias que resultaran insuficientes o que se vieren afectadas 
directamente» en consonancia con lo establecido por el TC en sus 
SSTC 34/2018 y STC 44/2018: de acuerdo con esta doctrina, resulta 
fundamental tener en cuenta el alcance temporal del veto presupuestario, 
que no podrá ejercerse en relación con presupuestos futuros, que aún no han 
sido elaborados por el Gobierno ni sometidos por tanto al proceso de 
aprobación parlamentaria. Será criterio de la citada letrada-secretaria de la 
Cámara que el Consejo de Gobierno de la Región de Murcia fundamenta su 
veto presupuestario en la afirmación de que la aprobación de la proposición 
de ley «supondría un aumento de gasto no presupuestado», con fundamento 
en un informe elaborado por la Consejería de Salud que parte de unas 
premisas interesadas, no contrastadas y carentes de rigor técnico; en suma, 
será su criterio que el ejecutivo autonómico hace uso de la facultad de veto de 
forma abusiva e injustificada, con infracción palmaria de la doctrina 
constitucional según la cual la incidencia de la iniciativa legislativa sobre el 
presupuesto debe ser real, directa, concreta y efectiva, como señala 
STC 94/2018. Será su criterio que, en atención a dicha doctrina la mesa de 
la Asamblea Regional de Murcia debiera haber rechazado el veto del Consejo 
de Gobierno, al no haber concretado este la afectación al presupuesto en 
curso; en consecuencia la inadmisión de la proposición de ley constituye una 
decisión arbitraria, que contraviene la doctrina constitucional sobre el veto 
presupuestario y evidencia que la mesa ha resuelto conforme a criterios de 
oportunidad política, vulnerando el ius in officium del demandante, portavoz 
del Grupo Parlamentario Podemos. Por todo ello, solicita el demandante que 
se le otorgue el amparo, declarando deberá declararse la nulidad de los 
acuerdos impugnados de la mesa de la Asamblea Regional de Murcia y 
ordenar que se retrotraigan las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior a la resolución del recurso de reconsideración, para que la mesa 
dicte un nuevo acuerdo sobre la iniciativa presentada por el Grupo 
Parlamentario Podemos que sea respetuosa con el derecho de participación 
política del art. 23 CE. Se acuerda admitir a trámite el recurso de amparo, 
apreciando que concurre una especial trascendencia constitucional (art. 50.1 
LOTC), por cuanto el asunto suscitado trasciende del caso concreto porque 
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pudiera tener unas consecuencias políticas generales [STC 155/2009, FJ 2, 
g)]. Considerará el TC que el presente recurso de amparo se interpone contra 
los acuerdos de la mesa de la Asamblea Regional de Murcia que se detallan 
en el encabezamiento de esta sentencia y de cuyo contenido se ha dado ya 
cumplida cuenta en los antecedentes; el demandante, portavoz del Grupo 
Parlamentario Podemos en dicha asamblea, aduce, en los términos que se 
han expuesto igualmente con detalle en los antecedentes, que los acuerdos 
impugnados vulneran el ius in officium propio del cargo de parlamentario 
protegido por el art. 23.2 CE y el correlativo derecho de los ciudadanos a 
participar en las funciones públicas a través de sus representantes (art. 23.1 
CE); esa vulneración se habría producido, en síntesis, porque la inadmisión 
a trámite de la proposición de ley presentada por el demandante en calidad 
de portavoz de su grupo parlamentario, carece de verdadera motivación 
formal y material; la mesa de la Asamblea Regional de Murcia se ha limitado 
a mostrar su conformidad con el veto gubernamental formulado al amparo 
del art. 120 del Reglamento de la Cámara (RARM), asumiendo la 
injustificada apreciación del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia 
respecto del supuesto aumento de gasto no presupuestado de la proposición 
de ley; de este modo, la mesa ha eludido llevar a cabo su función de control 
del ejercicio de aquella facultad del Gobierno, como exige la reiterada 
doctrina constitucional al respecto; por el contrario, la letrada de la Asamblea 
Regional de Murcia solicita la inadmisión del recurso de amparo y 
subsidiariamente su desestimación; se sostendrá, en primer lugar, que no 
puede entenderse que el demandante haya cumplido la carga de justificar la 
especial trascendencia constitucional del recurso y que, en todo caso, el 
asunto no reviste esa especial trascendencia; el veto presupuestario fue 
ejercido en este caso conforme a la regulación contenida en el art. 120 
RARM, a la sazón aplicable; pero esa regulación ha sido modificada 
sustancialmente por el nuevo Reglamento de la Cámara, por lo que un 
pronunciamiento del Tribunal Constitucional no contribuiría en modo 
alguno a una mejor aplicación e interpretación de las disposiciones del 
Reglamento de la Cámara que regulan actualmente la figura del veto 
presupuestario; en cuanto al fondo del asunto, niega que los acuerdos 
impugnados hayan vulnerado los derechos de participación política del 
demandante: la mesa de la Cámara, en el ejercicio de la autonomía 
parlamentaria, constitucionalmente garantizada, llevó a cabo su labor de 
control técnico-jurídico del veto presupuestario ejercido por el Consejo de 
Gobierno conforme a las exigencias dimanantes de la doctrina constitucional, 
sin que pueda, por tanto, tacharse de arbitraria ni de irrazonable la decisión 
de inadmitir a trámite de la proposición de ley. Por su parte, el Ministerio 
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Fiscal interesa la estimación del recurso de amparo. Sostiene que los acuerdos 
parlamentarios impugnados vulneran el ius in officium del demandante, 
coincidiendo esencialmente con los argumentos mantenidos por este. El TC 
dice no compartir los argumentos de la letrada de la Asamblea de Murcia, 
por cuanto considera que el demandante ha satisfecho la carga que le impone 
el art. 49.2 LOTC, precepto que de ninguna manera exige que quien recurra 
en amparo invoque todas y cada una de las causas de especial trascendencia 
constitucional que pudieran concurrir en el caso, y menos aún que se anticipe 
a eventuales cambios de la regulación que pudieran afectar a controversias 
futuras que pudiesen suscitarse en relación con asuntos similares al planteado 
en la demanda de amparo; considerará el TC que el presente recurso de 
amparo muestra, ya en el plano objetivo [art. 50.1 b) LOTC], especial 
trascendencia constitucional en atención a lo razonado en la providencia por 
la que fue admitido a trámite (antecedente 4 de esta sentencia), esto es, que el 
asunto suscitado trasciende del caso concreto porque pudiera tener unas 
consecuencias políticas generales [STC 155/2009, FJ 2 g)]; deberá 
adicionalmente tenerse en cuenta, a estos efectos, la especial posición de los 
recursos de amparo de origen parlamentario (art. 42 LOTC), recursos que, 
además de su posible repercusión general, ya constatada en aquella 
providencia, se promueven siempre sin haber contado con una vía judicial 
previa en la que defender los derechos fundamentales que se dicen infringidos 
(SSTC 110/2019, FJ 1, y 97/2020, FJ 2, por todas). Recordará el TC que 
según constante doctrina constitucional, el art. 23.2 CE, que reconoce el 
derecho de los ciudadanos «a acceder en condiciones de igualdad a las 
funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes», no solo 
garantiza el acceso igualitario a las funciones y cargos públicos, sino también 
que los que hayan accedido a los mismos se mantengan en ellos y los 
desempeñen de conformidad con lo que la ley disponga (SSTC 5/1983, FJ 3; 
28/1984, FJ 2; 32/1985, FJ 3; 161/1988, FJ 6; 40/2003, FJ 2, y 202/2014, 
FJ 3, entre otras muchas). Esta garantía añadida reviste particular relevancia 
cuando, como ocurre en el presente caso, la petición de amparo es deducida 
por un representante parlamentario en defensa del ejercicio de sus funciones, 
ya que, en esos casos, resulta también afectado el derecho de los ciudadanos 
a participar en los asuntos públicos a través de sus representantes, reconocido 
en el art. 23.1 CE, así ya ha sido declarado por el TC al destacar que  existe 
«una conexión directa entre el derecho de los parlamentarios (art. 23.2 CE) 
y el que la Constitución atribuye a los ciudadanos a participar en los asuntos 
públicos (art. 23.1 CE), pues puede decirse que son primordialmente los 
representantes políticos de los ciudadanos quienes dan efectividad a su 
derecho a participar en los asuntos públicos» (SSTC 202/2014, FJ 3; 1/2015, 
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FJ 3, y 94/2018, FJ 4, entre otras). En consecuencia, ambos derechos, el del 
ejercicio del cargo público representativo y el de participación en asuntos 
públicos de los ciudadanos, deben ser tenidos en cuenta a la hora de enjuiciar 
la vulneración de derechos fundamentales que se denuncia en el presente 
recurso de amparo; tampoco olvidará el TC que ha reiterado que no 
cualquier acto del órgano parlamentario que infrinja la legalidad del ius in 
officium resulta lesivo del derecho fundamental, pues solo poseen relevancia 
constitucional, a estos efectos, los derechos o facultades atribuidos al 
representante que pertenezcan al núcleo de su función representativa 
parlamentaria, siendo vulnerado el art. 23.2 CE (y por extensión el art. 23.1 
CE); así sucede cuando los propios órganos de las asambleas impiden o 
coartan su práctica o adoptan decisiones que contraríen la naturaleza de la 
representación o la igualdad de los representantes (entre otras muchas, 
SSTC 38/1999, FJ 2; 107/2001, FJ 3; 23/2015, J 3, y 10/2018, FJ 3); recordará 
el TC que ya ha afirmado que «las proposiciones de ley promovidas por los 
grupos parlamentarios no solo son una forma –sin duda, la más señalada y 
expresiva– de participación de los parlamentarios en la potestad legislativa 
de las Cámaras parlamentarias. Son también un cauce instrumental al 
servicio de la función representativa característica de todo Parlamento, 
operando como un instrumento eficaz en manos de los distintos grupos 
políticos que integran el pleno de la Cámara, y que les permite obligar a que 
este se pronuncie acerca de la oportunidad de la iniciativa presentada, 
forzando a las distintas fuerzas político-parlamentarias a manifestar 
públicamente su postura y las razones políticas o de otra índole (incluida la 
eventual inconstitucionalidad de la misma), por las que han decidido apoyar 
o rechazar la propuesta legislativa sometida a su consideración» 
(STC 124/1995, de 18 de julio, FJ 3). El ejercicio de la función legislativa por 
los representantes de los ciudadanos constituye, pues, «la máxima expresión 
del ejercicio de la soberanía popular en el Estado democrático. Puesto que la 
participación en el ejercicio de dicha función y el desempeño de los derechos 
y facultades que la acompañan […] constituyen una manifestación 
constitucionalmente relevante del ius in officium del representante» 
(SSTC 10/2016, FJ 4; 10/2018, FJ 3, y 94/2018, FJ 4); concluirá el TC: la 
presentación de una proposición de ley a la mesa de la cámara legislativa por 
parte de un grupo parlamentario forma parte del núcleo esencial del ius in 
officium de los representantes elegidos que lo integran, de modo que la 
inadmisión de esa iniciativa legislativa, por parte de la mesa incide de modo 
esencial y directo en el ejercicio de la función parlamentaria; al tiempo que 
considerará que al TC le corresponde controlar, cuando el asunto sea 
sometido a su jurisdicción por la vía del art. 42 LOTC, que en los supuestos 
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en que los acuerdos de las mesas de las cámaras legislativas, adoptados en el 
ejercicio de su función de calificación y admisión, sean restrictivos del ius in 
officium de los parlamentarios, tales acuerdos incorporen una motivación 
expresa, suficiente y adecuada, en aplicación de las normas a las que está 
sujeta la mesa de que se trate en el ejercicio de su función de calificación y 
admisión de los escritos y documentos de índole parlamentaria; al tiempo 
traerá a su argumentario cómo reiteradamente se ha declarado reiteradamente 
que «respecto a la función de calificación de los órganos parlamentarios, hay 
que partir de que este tribunal solo puede realizar un control negativo, pues 
no le es dado, por respeto a la autonomía de las cámaras sobre los 
procedimientos que se desarrollan en su seno, reemplazar la voluntad de sus 
órganos en el ejercicio de la función de calificación, así como de decisión del 
procedimiento que han de seguir los escritos parlamentarios» 
[SSTC 213/2016, FJ 4, y 4/2018, FJ 5; en sentido similar, SSTC 153/2016 
FJ 3, y 185/2016, FJ 5 c)]; considerará el TC que la decisión de inadmisión 
de la iniciativa legislativa no puede considerarse motivada, toda vez que la 
mesa no ha realizado el adecuado control sobre la suficiencia y razonabilidad 
del veto ejercido por el ejecutivo autonómico, en relación con la concurrencia 
del requisito material de justificación del aumento de los créditos 
presupuestarios que se aduce, así como respecto del presupuesto del ámbito 
temporal para el ejercicio de la facultad de veto, con infracción de la reiterada 
doctrina constitucional al respecto. Dada las circunstancias ya descritas 
considerará el TC que procede dilucidar, por tanto, si la decisión de la mesa 
de la Asamblea Regional de Murcia de inadmitir a trámite la proposición de 
ley del Grupo Parlamentario Podemos, adoptada en su sesión de 28 de mayo 
de 2018 y confirmada por el acuerdo adoptado el 6 de septiembre de 2018, 
por el que se desestima la solicitud de reconsideración formulada por el 
demandante, ha vulnerado los derechos fundamentales al ejercicio del cargo 
público parlamentario y a la participación en asuntos públicos por medio de 
representantes. Centrará la cuestión el TC al considerar que la cuestión 
suscitada en el presente recurso de amparo debe ser resuelta a la luz de la 
consolidada doctrina sentada por este tribunal sobre el control por las mesas 
de los Parlamentos del ejercicio por los gobiernos de su facultad de oponerse 
a la tramitación de proposiciones de ley que supongan aumento de créditos 
presupuestarios o disminución de ingresos. Las SSTC 223/2006, y 242/2006, 
se refirieron a la facultad de veto presupuestario de los gobiernos autonómicos, 
sentando una doctrina que luego ha sido extendida al supuesto del ejercicio 
por el Gobierno de la Nación de su facultad de veto presupuestario (art. 134.6 
CE y art. 126.2 del Reglamento del Congreso de los Diputados), en las 
SSTC 34/2018; 44/2018,; 94/2018,; 139/2018, y 17/2019,. Jurisprudencia 
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constitucional invocada en el presente recurso por las partes y por el 
Ministerio Fiscal, como se ha visto. De acuerdo con esta consolidada doctrina 
constitucional, compendiada en las SSTC 94/2018, FJ 5, y 17/2019, FJ 3, es 
preciso distinguir entre la facultad de veto presupuestario conferida a los 
gobiernos (en el caso del Gobierno de la Nación, por el art. 134.6 CE y el 
art. 126.2 del Reglamento del Congreso de los Diputados, y en el caso de los 
gobiernos autonómicos, por los Estatutos de Autonomía o, en su caso, como 
sucede con la Región de Murcia, por el Reglamento de la Asamblea 
legislativa) y las funciones de control que corresponden a las mesas de los 
Parlamentos respectivos (Congreso de los Diputados y asambleas legislativas 
de cada comunidad autónoma). En lo que se refiere al alcance temporal del 
veto presupuestario, la conformidad del Gobierno ha de referirse siempre al 
presupuesto en vigor en cada momento, en coherencia con el propio principio 
de anualidad presupuestaria. Consecuencia de lo anterior es que el veto 
presupuestario no podrá ejercerse respecto de presupuestos futuros, que aún 
no han sido elaborados por el Gobierno ni sometidos por tanto al proceso de 
aprobación regulado en el art. 134 CE o en el estatuto de autonomía 
correspondiente, según se trata de la ley de presupuestos generales del Estado 
o de una ley autonómica de presupuestos. En lo que se refiere a los 
denominados «ejercicios plurianuales», si bien es cierto que todo presupuesto 
está lógica y temporalmente conectado con las cuentas públicas aprobadas 
en ejercicios anteriores y con las que se prevé elaborar para los ejercicios 
futuros, no lo es menos que tal conexión plurianual no desnaturaliza el 
carácter anual del presupuesto, por lo que el ejercicio de la facultad 
gubernamental de veto presupuestario se restringe, igualmente, a la 
afectación de una medida al presupuesto del ejercicio en curso. Recordará el 
TC su doctrina a tenor de la cual la motivación que debe contener la 
resolución del Gobierno cuando haga uso de la facultad de veto presupuestario, 
la doctrina de este tribunal ha declarado que el Gobierno podrá oponer su 
veto solo en aquellos casos en los cuales una proposición de ley tenga 
incidencia directa e inmediata en el presupuesto vigente, esto es, que implique 
razonablemente un incremento de los créditos o una disminución de los 
ingresos en el mismo ejercicio presupuestario. La motivación del Gobierno 
debe expresar tal incidencia, precisando las concretas partidas presupuestarias 
que se verían afectadas, teniendo en cuenta que el veto presupuestario tiene 
una incidencia directa sobre la propia función del legislativo; por su parte, en 
relación con las facultades de la mesa de control de la facultad de veto del 
Gobierno, en garantía de los derechos reconocidos en el art. 23 CE, nuestra 
doctrina ha reiterado que incumbe a las mesas parlamentarias llevar a cabo 
un control reglado sobre el ejercicio de la facultad del Gobierno, de carácter 
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técnico-jurídico, no pudiendo responder en ningún caso a criterios de 
oportunidad política, en la medida en que  se trata de un doble control, 
formal y material: bastará con verificar que el Gobierno ha dado respuesta 
expresa y motivada, dentro de plazo, a la remisión de la proposición de ley, a 
los efectos de mostrar su disconformidad, en su caso, en cuanto a la 
concurrencia del presupuesto de hecho habilitante (aumento de los créditos o 
disminución de los ingresos). En lo que se refiere al control material, este 
tribunal ha reconocido a las mesas parlamentarias un margen de aplicación 
en la interpretación de la legalidad parlamentaria que se puede llevar a 
efecto mediante un pronunciamiento de la mesa sobre el carácter 
manifiestamente infundado del criterio del Gobierno, siempre y cuando 
resulte evidente, a la luz de la propia motivación aportada por este, que no se 
ha justificado la afectación de la iniciativa a los ingresos y gastos contenidos 
en el propio presupuesto que, en cada ejercicio, cumple la función instrumental 
a la propia acción de Gobierno; en definitiva, la mesa debe verificar la 
motivación aportada por el Gobierno, pero sin que le corresponda sustituir 
al mismo en el enjuiciamiento del impacto, sino tan solo constatar que el 
mismo es real y efectivo, y no una mera hipótesis; por su parte, la mesa debe 
velar por los derechos fundamentales de los parlamentarios, derivados del 
art. 23 CE, de tal manera que, en los supuestos como el que nos ahora nos 
ocupa, en que decida mostrar su acuerdo con el ejercicio de la facultad de 
veto por parte del Gobierno a la iniciativa legislativa de un grupo 
parlamentario, y, en consecuencia inadmitirla, su respuesta debe estar formal 
y materialmente motivada, a fin de que tras ella no se esconda un juicio sobre 
la oportunidad política de esa iniciativa, lesivo del derecho a ejercer la 
función parlamentaria y, con él, del derecho de participación ciudadana. 
Supuesta la doctrina expuesta y los antecedentes jurisprudenciales analizados 
por el TC, se pasa a analizar si acuerdos parlamentarios impugnados han 
vulnerado los derechos fundamentales invocados en la demanda de amparo. 
Se partirá de la idea de que el acuerdo del Consejo de Gobierno si bien 
considera correctamente que adoptar la proposición implica un aumento de 
los gastos, no tiene en cuenta que informe no toma en consideración el 
contenido de la disposición final de la proposición de ley, que difiere al 
ejercicio presupuestario siguiente a la entrada en vigor de las normas 
adoptadas para el desarrollo de la ley, la presupuestación de las medidas 
previstas en esta que impliquen la realización de gastos. Considerará el TC 
que la Mesa no ha hecho explícitas las razones que permiten considerar 
acreditado el presupuesto material del impacto directo y actual de la 
proposición de ley en los créditos presupuestarios vigentes, así como tampoco 
hace consideración alguna acerca de las observaciones realizadas por la 
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vicepresidenta primera de la mesa en cuanto a la previsión de diferimiento de 
gastos contenida en la disposición final de la proposición de ley. Al tiempo 
convendrá resaltar cómo el TC, por lo que se refiere al acuerdo adoptado en 
la sesión del 6 de septiembre de 2018, por el que se desestima la solicitud de 
reconsideración, por tres votos a favor y dos en contra, señala la mesa que «la 
motivación del acuerdo del Consejo de Gobierno para oponerse a la 
tramitación cumple con los requisitos establecidos en artículo 120 del 
Reglamento, quedando plenamente justificada la insuficiencia presupuestaria 
en este ejercicio para implementar las disposiciones de la proposición de ley 
si fuera aprobada, que tendrían un coste económico que se establece en casi 
cinco millones de euros, considerando la mayoría de la mesa que, tal y como 
el Gobierno manifiesta, es imposible atender dicho gasto con el presupuesto 
del presente ejercicio»; en suma, el TC considera que la mesa se limita a 
reiterar que considera razonado el veto presupuestario del Consejo de 
Gobierno, sin realizar consideración alguna respecto del asesoramiento 
verbal prestado en dicha sesión por la Letrada-Secretaria General de la 
Cámara, quien recomendó que se estimara la solicitud de reconsideración, 
dado que el acuerdo del Consejo de Gobierno que no presta conformidad a 
la tramitación de la proposición de ley justifica el coste económico de las 
medidas que esta iniciativa contiene, «pero no justifica que las mismas 
incidan directamente en el presupuesto en curso, con referencia a las partidas 
presupuestarias que resultaran insuficientes o que se vieren afectadas 
directamente». El TC considera que con ese acuerdo se contraviene la 
doctrina del TC expuesta en fundamentos jurídicos anteriores, que con 
claridad ha delimitado el ámbito temporal de la aplicación de la potestad 
gubernamental de veto al ejercicio presupuestario en curso. La contravención 
indicada ocasiona una limitación del ius in officium que es contraria a los 
derechos del art. 23 CE del demandante, pues la decisión asumida por la 
mesa de la Asamblea Regional de Murcia de no admitir a trámite la 
proposición de ley que presentó como portavoz de su grupo parlamentario, 
fundamentada en la aplicación extensiva de la facultad de veto del art. 120.1 
RARM (en la redacción aplicable a la fecha de los hechos) a supuestos que 
van más allá en el tiempo del marco del presupuesto anual, constituye una 
limitación contraria al ejercicio de la vertiente esencial y más genuina del ius 
in officium de los parlamentarios, como es la del derecho a la iniciativa 
legislativa y a que las proposiciones de ley presentadas por los grupos 
parlamentarios puedan ser sometidas al debate de oportunidad política ante 
el pleno de la Cámara. Por todo lo expuesto, procede declarar que los 
acuerdos de la mesa de la Asamblea Regional de Murcia que se impugnan en 
este recurso de amparo han vulnerado el derecho del recurrente al ejercicio 
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del cargo público parlamentario con los requisitos que señalan las leyes 
(art. 23.2 CE), en conexión con el derecho de los ciudadanos a participar en 
los asuntos públicos a través de sus representantes (art. 23.1 CE). En relación 
con el alcance del otorgamiento del amaparo, considera el TC la circunstancia 
de que al dictarse la presente sentencia se encuentra con que la adopción de 
los acuerdos parlamentarios impugnados tuvo lugar en una legislatura ya 
finalizada (IX legislatura de la Asamblea Regional de Murcia), como bien 
advierte el Ministerio Fiscal. Por ello, como ha venido declarando para este 
tipo de supuestos el TC (así, SSTC 107/2001, FJ 10; 203/2001, FJ 6; 
177/2002, FJ 11; 90/2005, FJ 8; 141/2007, FJ 6; 33/2010, FJ 6, y 212/2016, 
FJ 7), no cabe adoptar en el fallo de nuestra sentencia una medida destinada 
al pleno restablecimiento del derecho vulnerado por la mesa de la Asamblea 
Regional de Murcia, de suerte que la pretensión del recurrente ha de quedar 
satisfecha mediante la declaración de la lesión de su derecho garantizado en 
el art. 23.2 CE, en relación con el derecho reconocido por el art. 23.1 CE, y 
la declaración de la nulidad de los acuerdos parlamentarios que impidieron 
su ejercicio.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AU-
TORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ES-
PAÑOLA, Ha decidido: Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Óscar 
Urralburu Arza y, en su virtud:

1.º Declarar que ha sido vulnerado su derecho al ejercicio del cargo público 
parlamentario con los requisitos que señalan las leyes (art. 23.2 CE), en conexión 
con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos a través de sus 
representantes (art. 23.1 CE).

2.º Restablecer al recurrente en su derecho y, a tal fin, declarar la nulidad 
del acuerdo de 28 de mayo de 2018 de la mesa de la Asamblea Regional de Murcia, 
que decidió la no admisión a trámite de la proposición de ley «de modificación de la 
Ley 3/2009, de 11 de mayo, de los derechos y deberes de los usuarios del sistema sani-
tario de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia» (9L/PPL-085), presentada 
por el recurrente como portavoz del Grupo Parlamentario Podemos, y del acuerdo 6 
de septiembre de 2018, desestimatorio de la solicitud de reconsideración del anterior.

En este número comenzamos con la reseña de la Jurisprudencia Constitucional 
de 2021. Se han consultado las SSTC publicadas en el BOE desde el 23 de febrero de 
2021, donde aparece la STC 1/2021, hasta la STC 75/2021, publicada en el BOE de 
23 de abril de 2021. Entre ellas, amén de las presentadas in extenso, son reseñables 
las relacionadas a continuación, acompañadas de la nota resumen del propio BOE.



201

Notas de Jurisprudencia. Tribunal Constitucional

Revista Andaluza de Administración Pública

ISSN: 1130-376X, núm.110, mayo-agosto (2021), págs. 183-214

AÑO 2021

BOE DE 23 DE FEBRERO

Sentencia 1/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
1343-2018. Promovido por doña Joaquina Cortés Cortés en relación 
con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo que 
desestimó su demanda de reconocimiento de pensión de viudedad. 

Supuesta discriminación por razón de raza: denegación de la pensión de viudedad consecuen-

cia de la inexistencia de unión matrimonial reconocida por el ordenamiento español (STEDH de 8 

de diciembre de 2009, asunto Muñoz Díaz c. España). Voto particular.

Sentencia 2/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
6379-2018. Promovido por la Universidad Católica de Valencia 
San Vicente Mártir en relación con la Orden de la Consellería de 
Educación, Investigación, Cultura y Deporte 23/2016, de 10 de junio, 
por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de 
las becas para la promoción de la excelencia académica destinadas 
a quienes hayan concluido estudios de educación universitaria 
en las universidades públicas de la Comunitat Valenciana y 
estudios superiores en centros de titularidad pública adscritos 
al Instituto Superior de Enseñanzas Artísticas de la Comunitat 
Valenciana (ISEACV), y las resoluciones dictadas por las salas de lo 
contencioso-administrativo del Tribunal Supremo y del Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana desestimando la 
impugnación de dicha orden. 

Vulneración del derecho a la igualdad en relación con el derecho a la creación de centros 

docentes: nulidad de los preceptos reglamentarios que limitan el disfrute de becas a los alumnos 

matriculados en universidades públicas integrantes del sistema universitario valenciano (STC 

191/2020). Voto particular.

(Ver nuestro comentario a la STC 191/2020 en el número anterior de esta Revista; así como 

las SSTC 6/2021; 19/2021; 42/2021, dentro del tramo temporal de este número)

Sala Segunda. Sentencia 3/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 469-2019. 

Promovido por don Radostin Mitkov Mitev respecto de las resoluciones de la Sala de lo Civil y de lo 

Penal del Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears que inadmitieron el recurso de apelación 

presentado frente a la sentencia condenatoria dictada por la Audiencia Provincial. 
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Vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías: resoluciones judiciales que, al 

anular la revisión de la incorrecta indicación de recursos y declarar la firmeza de la sentencia con-

denatoria, impiden el ejercicio del derecho a la segunda instancia penal.

Sentencia 4/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
514-2019. Promovido por don Rusi Ventsislavov Ivanov respecto de 
las resoluciones de la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal 
Superior de Justicia de las Illes Balears que inadmitieron el recurso 
de apelación presentado frente a la sentencia condenatoria dictada 
por la Audiencia Provincial.

Vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías: resoluciones judiciales que, al 

anular la revisión de la incorrecta indicación de recursos y declarar la firmeza de la sentencia con-

denatoria, impiden el ejercicio del derecho a la segunda instancia penal.

 Sentencia 5/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
1331-2019. Promovido por don Maximino Antonio Martínez Suárez 
y otras quince personas más respecto de la resolución del Tribunal 
Administrativo del Deporte que declaró que aquellos habían 
vulnerado el deber de neutralidad que deben observar, en tanto que 
presidentes de federaciones territoriales, en el proceso electoral a 
la presidencia de la Real Federación Española de Fútbol. 

Supuesta vulneración de las libertades de expresión e información y de los derechos a la igual-

dad y de defensa: improcedencia de la invocación de derechos fundamentales de quienes actúan en el 

desempeño de funciones públicas.

Sentencia 7/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
4217-2019. Promovido por don Alfonso Mesa Puga y otras dos 
personas más respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado 
de primera instancia de Almería en procedimiento de ejecución 
hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): STC 31/2019 (ausencia 

de control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce la primacía del Derecho de la Unión 

Europea y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia). Voto particular.
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Sentencia 9/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
6090-2019. Promovido por Euroinversiones Inmobiliarias Costa 
Sur, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado 
de primera instancia e instrucción de Lorca en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 

de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proc-

esal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la con-

fusión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 

de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Véanse sobre el mismo asunto, durante el período analizado las siguientes Resoluciones del 

TC sobre el mismo asunto: SSTC 10; 26; 27; 28;30; 31; 32; 33; 44; 45; 46; 47; 49; 56; 58; 

59; 62. 

Sentencia 11/2021, de 25 de enero de 2021. Recurso de amparo 
248-2020. Promovido por la Generalitat de Cataluña respecto de 
las resoluciones de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que inadmitieron su 
recurso de casación por infracción de la normativa autonómica. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso al recurso): resoluciones judiciales 

que inadmiten, sin causa legal para ello, un recurso de casación basado en infracción de normas 

autonómicas (SSTC 128/2018 y 98/2020). Votos particulares.

Sentencia 13/2021, de 28 de enero de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 3848-2015. Interpuesto por el Parlamento de 
Cataluña en relación con diversos preceptos de la Ley Orgánica 
4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana. 

Dignidad de la persona y principios de seguridad jurídica y de sometimiento de la acción 

de la administración al control judicial; derechos a la integridad física, intimidad, libertad de 

expresión e información, reunión, tutela judicial: interpretación conforme con la Constitución de los 

preceptos que tipifican, como infracción grave el uso de imágenes o datos personales o profesionales 

de autoridades o miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad, como infracción leve la ocupación 

de inmuebles contra la voluntad de su titular y de vías públicas, y del régimen especial de rechazo en 

frontera para Ceuta y Melilla. Votos particulares.
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Sentencia 14/2021, de 28 de enero de 2021. Cuestión de 
inconstitucionalidad 1478-2020. Planteada por la Sección Cuarta de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, 
respecto del artículo 153.1 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 
junio, del régimen electoral general, en relación con los artículos 
53 y 50.4 LOREG. 

Principios de legalidad penal (taxatividad) y seguridad jurídica: constitucionalidad del pre-

cepto legal que tipifica como infracción el incumplimiento de todas las normas obligatorias de la ley 

que no sea constitutiva de delito. Votos particulares.

Sentencia 15/2021, de 28 de enero de 2021. Cuestión de 
inconstitucionalidad 1772-2020. Planteada por la Sección Segunda 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia del País Vasco en relación con el artículo 3.4 de la Ley del 
Parlamento Vasco 3/1998, de 27 de febrero, general de protección 
del medio ambiente del País Vasco.

Competencias sobre legislación procesal: nulidad del precepto legal autonómico que establece 

la acción pública en vía jurisdiccional.

Sentencia 16/2021, de 28 de enero de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 2577-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Popular del Congreso respecto 
de los Decretos leyes del Gobierno de la Generalitat de Cataluña 
17/2019, de 23 de diciembre, de medidas urgentes para mejorar el 
acceso a la vivienda, y 1/2020, de 21 de enero, por el que se modifica 
el anterior, y el acuerdo del Parlamento Cataluña de convalidación 
del Decreto-ley 1/2020. 

Límites de los decretos-leyes: nulidad parcial de los preceptos que tipifican como supuesto de 

incumplimiento de la función social de la propiedad de la vivienda su desocupación permanente y 

establecen medidas coactivas para su cumplimiento (STC 93/2015).



205

Notas de Jurisprudencia. Tribunal Constitucional

Revista Andaluza de Administración Pública

ISSN: 1130-376X, núm.110, mayo-agosto (2021), págs. 183-214

BOE 22 DE MARZO DE 2021

Sentencia 17/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
3956-2018. Promovido por doña Bárbara Gutiérrez-Maturana 
Kalachnikoff y dos personas más en relación con la sentencia de la 
Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
anulatoria de un laudo arbitral. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (resolución fundada en Derecho): senten-

cia que, ignorando los límites propios de la acción de anulación del laudo, la convierte en un recurso 

ordinario que permite la revisión de todo lo actuado.

Sentencia 18/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
3966-2018. Promovido por don Simón Viñals Pérez respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por un delito de homicidio imprudente. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, a un proceso con todas las 

garantías y a la presunción de inocencia: condena en casación que no llevó a cabo una modificación 

del relato de hechos probados ni una nueva valoración de la prueba y que hace uso de la teoría del 

incremento del riesgo como modelo de imputación del resultado en los casos de imprudencias médicas. 

Voto particular.

Sentencia 20/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
6839-2018. Promovido por doña Silvia Cazorla Úbeda respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia de 
Sabadell en juicio verbal de desahucio. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 

sin apurar las posibilidades de comunicación personal (STC 62/2020).

Sentencia 21/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
2914-2019. Promovido por don J.C.C. en relación con las sentencias 
de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo y del Tribunal Militar 
Central que confirmaron una sanción administrativa por grave 
desconsideración con los superiores. 

Vulneración de los derechos a la defensa y a la presunción de inocencia: sanción disciplinaria 

impuesta con infracción del derecho de no autoincriminación por las declaraciones prestadas como 

testigo en un juicio verbal civil.
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Sentencia 22/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
3917-2019. Promovido por don Atik Makdad respecto de la sentencia 
de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le condenó por un 
delito contra la salud pública. 

Supuesta vulneración de los derechos a un proceso con todas las garantías y a la presunción 

de inocencia: condena en casación que no infringió los principios de inmediación ni acusatorio. Voto 

particular

Sentencia 23/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
3995-2019. Promovido por doña Ana Isabel García Morales en 
relación con las resoluciones dictadas por un juzgado de primera 
instancia de Madrid en procedimiento de ejecución forzosa. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción): resolución 

judicial que, al aplicar el precepto legal anulado por la STC 15/2020, de 28 de enero, deniega la 

revisión judicial de los decretos de los letrados de la administración de justicia (STC 17/2020).

Sentencia 25/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
5857-2019. Promovido por Ferma Móvil, S.L., en relación con las 
resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia e 
instrucción de Ciudad Real en proceso de reclamación de cantidad. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 

de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proc-

esal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la con-

fusión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 

de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 29/2021, de 15 de febrero de 2021. Recurso de 
amparo 7447-2019. Promovido por doña Encarnación Castella 
Águila respecto de los autos dictados por la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional y un juzgado central de instrucción en el curso 
de diligencias previas por posible comisión de delitos en relación 
con la prestación de servicios odontológicos. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva en relación con los derechos a la asistencia 

jurídica gratuita y a la asistencia letrada: resoluciones judiciales que supeditaron la intervención 

como acusación particular a la utilización de la defensa y representación de alguna de aquellas otras 

previamente personadas.
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Sentencia 34/2021, de 17 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
1640-2020. Promovido por doña Meritxell Borràs i Solé respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que la 
condenó por un delito de desobediencia. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva (resolución fundada en Dere-

cho), al juez ordinario predeterminado por la ley y a la doble instancia penal: competencia objetiva 

de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo para la investigación y enjuiciamiento de la causa que 

tiene incuestionable base legal explícita; limitación fundada del derecho a la doble instancia cuando 

la resolución ha sido dictada por el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes.

Sentencia 35/2021, de 18 de febrero de 2021. Recurso de amparo 
1265-2018. Promovido por don Jerry Aroon-Kumar Rustveld 
respecto de las sentencias dictadas por la Audiencia Provincial de 
Baleares y un juzgado de lo penal de Palma de Mallorca, que le 
condenaron por un delito de amenazas leves. 

Vulneración de los derechos a la defensa y a un proceso con todas las garantías: privación del 

derecho a la última palabra, a cuyo ejercicio no se había renunciado expresamente; matización de la 

doctrina de la STC 258/2007, de 18 de diciembre.

Sentencia 36/2021, de 18 de febrero de 2021. Conflicto positivo 
de competencia 4088-2019. Planteado por el Gobierno de Cataluña 
en relación con diversos preceptos del Reglamento de adopción 
internacional aprobado por el Real Decreto 165/2019, de 22 de marzo. 

Competencias en materia de relaciones internacionales y protección de menores: nulidad de 

diversos preceptos de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de adopción internacional, y de su 

Reglamento de desarrollo, que atribuyen funciones estrictamente ejecutivas a la administración del 

Estado. Voto particular.

Sentencia 37/2021, de 18 de febrero de 2021. Conflicto positivo de 
competencia 4709-2019. Planteado por el Gobierno vasco en relación 
con diversos preceptos del Real Decreto 130/2019, de 8 de marzo, 
por el que se regula la base de datos nacional de subvenciones y la 
publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas. 

Potestad de autoorganización y autonomía parlamentaria, derechos históricos de los territo-

rios forales y régimen de cooficialidad lingüística: nulidad del precepto reglamentario que prevé la 

incorporación de los datos suministrados por los órganos legislativos a la base nacional de subven-

ciones.
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Sentencia 38/2021, de 18 de febrero de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 3681-2020. Interpuesto por el presidente 
del Gobierno respecto del apartado segundo de la disposición 
transitoria décima de la Ley del Parlamento Vasco 7/2019, de 27 de 
junio, de quinta modificación de la Ley de policía del País Vasco. 

Competencias sobre función pública: pruebas de acceso restringidas que contravienen las bases 

estatales en la materia (STC 38/2004).

Sentencia 39/2021, de 18 de febrero de 2021. Conflicto positivo 
de competencia 4491-2020. Planteado por el Gobierno de la Junta 
de Andalucía en relación con el artículo 5.3 a) del Real Decreto 
498/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional. 

Competencias sobre legislación laboral: nulidad del precepto reglamentario que presupone la 

reserva de potestades de ejecución a un órgano estatal.

Sentencia 40/2021, de 18 de febrero de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 4649-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
senadores del Grupo Parlamentario Socialista respecto del 
Decreto-ley de la Junta de Castilla y León 6/2020, de 2 de julio, de 
medidas urgentes para incentivar las medidas de recuperación 
económica y social en el ámbito local. 

Límites materiales de los decretos leyes: justificación suficiente de la concurrencia del presu-

puesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad en la reforma de la participación de los 

entes locales en fondos de titularidad autonómica.

Sentencia 41/2021, de 3 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
1128-2018. Promovido por don Gerardo González León en relación 
con las resoluciones dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional 
en procedimiento por responsabilidad patrimonial de la 
administración de Justicia. 

Vulneración de los derechos a la igualdad y a la presunción de inocencia: STC 125/2019 

(denegación de indemnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 

85/2019, de 19 de junio).
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Sentencia 43/2021, de 3 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
1963-2019. Promovido por doña Mónica Sorina Popescu en relación 
con las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia 
e instrucción de Arganda del Rey (Madrid) en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 

llevado a cabo sin apurar previamente las posibilidades de averiguación del domicilio efectivo (STC 

122/2013).

Sentencia 48/2021, de 3 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
3507-2019. Promovido por Grupo Inversiones Nicolás Serrano, 
S.L., en relación con las resoluciones dictadas por un juzgado de 
primera instancia e instrucción de Murcia en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: STC 47/2019 (inadecuada 

utilización de medios telemáticos para llevar a efecto el primer emplazamiento de la ejecutada).

Sentencia 50/2021, de 3 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
7580-2019. Promovido por don Hugo Martín Francisco Ravanelli 
respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado de primera 
instancia de Gavà (Barcelona) en procedimiento de ejecución de 
títulos no judiciales. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): STC 31/2019 (ausencia de 

control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce la primacía del Derecho de la Unión Europea y 

la jurisprudencia del Tribunal de Justicia). Voto particular.

BOE DE 23 DE ABRIL DE 2021

Sentencia 51/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
2950-2018. Promovido por don A.M.Z., respecto de la sanción 
impuesta por la Secretaría de Estado de Justicia y la sentencia de 
la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional que confirmó su legalidad. 

Vulneración de los derechos a la igualdad y no discriminación por razón de discapacidad, a 

un proceso con todas las garantías, a la presunción de inocencia y a la legalidad sancionadora (prin-

cipio de culpabilidad): resoluciones que no toman adecuadamente en consideración la discapacidad 

aducida ni la petición de ajustes razonables en el puesto de trabajo.
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Sentencia 52/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
5565-2018. Promovido por don Carlos Santiago Contreras respecto 
de las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia e 
instrucción de Valdemoro (Madrid) en procedimiento de ejecución 
hipotecaria. Alegada vulneración del derecho a la tutela judicial sin 
indefensión: inadmisión, por prematuro, del recurso de amparo.

Sentencia 53/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
6546-2018. Promovido por don Óscar Urralburu Arza, diputado 
y portavoz del Grupo Parlamentario Podemos en la Asamblea 
Regional de Murcia, respecto de la inadmisión de una proposición 
de ley sobre derechos y deberes de los usuarios del sistema 
sanitario regional. 

Vulneración del derecho al ejercicio del cargo público representativo en conexión con el derecho 

de los ciudadanos a la participación: inadmisión de una iniciativa parlamentaria fundada en el veto 

presupuestario gubernamental cuya suficiencia y razonabilidad no examinó la mesa de la cámara 

(SSTC 223/2006 y 242/2006).

Sentencia 54/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
1728-2019. Promovido por doña María Pilar Ruiz Lorente respecto 
de las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia 
e instrucción de Tafalla (Navarra), en procedimiento de ejecución 
de títulos judiciales. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción): resolución que, 

al aplicar el precepto legal anulado por la STC 15/2020, de 28 de enero, deniega la revisión judi-

cial del decreto de la letrada de la administración de justicia (STC 17/2020).

Sentencia 55/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
2563-2019. Promovido por la entidad mercantil Izo Corporate, S.L., 
respecto de la sentencia de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid anulatoria de laudo arbitral. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): irrazonable negativa judi-

cial a proceder al archivo del proceso de anulación del laudo, instado por las partes tras alcanzar un 

acuerdo extrajudicial (STC 46/2020).
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Sentencia 57/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
5866-2019. Promovido por doña María Virtudes Carnicel Flores 
respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado de lo penal 
de Alcalá de Henares en ejecutoria de sentencia condenatoria por 
un delito de abandono de familia. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción): resolución que, 

en aplicación del precepto legal anulado por la STC 151/2020, de 22 de octubre, impide la revisión 

judicial del decreto de la letrada de la administración de justicia.

Sentencia 60/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de 
amparo 6820-2019. Promovido por don Mourad Hlal respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia de 
Guadalajara en juicio verbal de desahucio. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 

sin agotar las posibilidades de comunicación personal (STC 62/2020).

Sentencia 63/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
729-2020, promovido por don Carlos José Mir Canales respecto de 
la resolución sancionadora de la Tesorería General de la Seguridad 
Social confirmada, en suplicación, por sentencia de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Aragón. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción): resoluciones 

que, desatendiendo el Derecho transitorio y aplicando al caso el régimen de notificaciones a través 

de la sede electrónica, declararon la extemporaneidad del recurso de alzada en vía administrativa.

Sentencia 64/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
862-2020. Promovido por Grúas Puente Rublán, S.L., respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia de 
Benavente (Zamora) en proceso ordinario. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: inadecuada utilización de la 

dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento procesal 

(STC 40/2020).
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Sentencia 65/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
976-2020. Promovido por la entidad Banco Santander, S.A., con 
respecto a la sentencia de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid estimatoria de una acción de 
anulación de laudo arbitral. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): irrazonable extensión de la 

noción de orden público (SSTC 46/2020 y 17/2021).

Sentencia 66/2021, de 15 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
980-2020. Promovido por don Carlos Carrizosa Torres y otros 
diputados del Grupo Parlamentario Ciutadans en el Parlamento 
de Cataluña en relación con diversas resoluciones y actos de la 
presidencia de la cámara. 

Supuesta vulneración del derecho al ejercicio del cargo público representativo: discrepancias 

jurídicas acerca del titular de la presidencia de la Generalitat de Cataluña que no perturban las 

funciones representativas de los parlamentarios.

Sentencia 67/2021, de 17 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
1447-2020. Promovido por don Carles Mundó i Blanch en relación 
con la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por un delito de desobediencia. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva (motivación) y a la pre-

sunción de inocencia: condena impuesta existiendo prueba documental suficientemente valorada por 

la resolución judicial; motivación adecuada de la cuota diaria de la pena de multa impuesta (STC 

34/2021).

Sentencia 68/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 4261-2018. Interpuesto por el Gobierno de Aragón 
en relación con diversos preceptos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
contratos del sector público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 

Competencias en materia de contratación pública: nulidad parcial de los preceptos legales 

estatales relativos al órgano competente para resolver, en el ámbito autonómico, el recurso especial en 

materia de contratación; eficacia de las clasificaciones de empresas, e inserción en una sola plata-

forma electrónica del perfil de contratante de las entidades locales; interpretación conforme con la 

Constitución de distintos preceptos legales y apreciación de diversos supuestos de disconformidad con 

el orden constitucional de distribución de competencias.
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Sentencia 69/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
6238-2019. Promovido por don Jordi Sànchez i Picanyol en relación 
con los acuerdos de la mesa del Congreso de los Diputados que 
dispusieron su suspensión como diputado. 

Supuesta vulneración de los derechos al ejercicio del cargo público representativo y a la tutela 

judicial: resoluciones parlamentarias que aplican, motivadamente y sin afectar al grupo parlamen-

tario, la previsión legal de suspensión automática del cargo parlamentario (STC 97/2020).

Sentencia 70/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
6711-2019. Promovido por don Oriol Junqueras Vies y don Raül 
Romeva Rueda respecto de los autos de la Sala de lo Penal del 
Tribunal Supremo que acuerdan continuar, sin solicitar autorización 
del Congreso de los Diputados y del Senado, la vista oral en causa 
especial, entre otros, por los delitos de rebelión y sedición. 

Supuesta vulneración de los derechos al ejercicio del cargo público representativo y a un pro-

ceso con todas las garantías: resoluciones judiciales que parten de una adecuada comprensión de la 

prerrogativa de inmunidad parlamentaria; improcedencia de extrapolar la doctrina de la STJUE 

de 19 de diciembre 2019.

Sentencia 71/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
6720-2019. Promovido por don Jordi Sánchez i Picanyol, don Josep 
Rull i Andreu y don Jordi Turull i Negre respecto de los autos de 
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que acuerdan continuar, 
sin solicitar autorización del Congreso de los Diputados y del 
Senado, la vista oral en causa especial, entre otros, por los delitos 
de rebelión y sedición. 

Supuesta vulneración de los derechos al ejercicio del cargo público representativo y a un pro-

ceso con todas las garantías: resoluciones judiciales que parten de una adecuada comprensión de la 

prerrogativa de inmunidad parlamentaria; improcedencia de extrapolar la doctrina de la STJUE 

de 19 de diciembre 2019.

Sentencia 72/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de inconsti-
tucionalidad 6835-2019. Interpuesto por el presidente del Gobierno 
en relación con diversos preceptos de la Ley 6/2019, de 20 de febrero, 
del estatuto de las personas consumidoras de Extremadura. 

Competencias sobre legislación civil, mercantil y procesal, ordenación del crédito y de la 

economía: nulidad parcial de los preceptos legales autonómicos relativos al documento justificativo de 

la contratación y clausulado de los contratos y de contratos de tracto continuado; nulidad del precepto 

legal sobre titulización de créditos y, por conexión o consecuencia, de la tipificación como infracción 
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administrativa de la no comunicación de cesión de créditos a fondos de titulización (corrección de 

errores en BOE DE 19 de mayo de 2021).

Sentencia 73/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de amparo 
7439-2019. Promovido por don Jesús Sebastián Rocho Leal en 
relación con el auto de un juzgado de instrucción de Badajoz que 
denegó incoación de procedimiento de habeas corpus. 

Vulneración del derecho a la libertad personal: órgano judicial que dejó transcurrir un tiempo 

desproporcionadamente largo antes de pronunciarse sobre la libertad del interesado y que, cuando 

lo hizo, inadmitió la solicitud de habeas corpus por motivos atinentes al fondo (STC 95/2012); 

planteamiento facultativo del incidente de nulidad de actuaciones cuando la demanda de amparo 

alegue vulneración del derecho a la libertad personal en procedimientos de habeas corpus. Votos 

particulares.

Sentencia 74/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 440-2020. Interpuesto por el presidente del 
Gobierno respecto del artículo 19 de la Ley del Parlamento de 
Canarias 6/2019, de 9 de abril, de calidad agroalimentaria. 

Competencias sobre ordenación de la economía: nulidad del precepto legal autonómico que, 

al definir el concepto de «vino» entra en contradicción insalvable con la normativa básica estatal.

Sentencia 75/2021, de 18 de marzo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 4911-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Vox en el Congreso de los 
Diputados respecto del artículo 3 bis del Reglamento de la Junta 
General del Principado de Asturias, en la redacción dada por la 
reforma de 1 de julio de 2020. 

Régimen lingüístico: constitucionalidad del precepto que permite el uso del bable/ asturiano 

en las actuaciones parlamentarias. Votos particulares.


